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SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 22 de abril de 2021. 

Comparece ante nos la señora Elda Sierra Meléndez (la señora Sierra 

Meléndez o peticionaria) y nos solicita que revisemos una Resolución 

emitida el 9 de octubre de 2020 por el Tribunal de Primera Instancia (TPI), 

Sala de Arecibo. Mediante la misma, el TPI declaró NO HA LUGAR una 

Moción de Desestimación Parcial presentada por la peticionaria y HA LUGAR 

la Moción para Incluir a Parte Indispensable presentada por el señor Ricardo 

Álvarez (el señor Álvarez Clas o recurrido). 

Luego de examinar el caso de autos, de conformidad con el marco 

jurídico vigente, expedimos la petición de título para revocar la 

determinación del foro primario.  

I. 

A los fines de una mejor comprensión y análisis de lo que aquí se 

resuelve, discutiremos el tracto procesal de la Resolución recurrida. 

El señor Álvarez Clas presentó una demanda el 11 de octubre del 

2019 en contra de la peticionaria.1 En la misma alegó, que en el año 2005 se 

 
1 Apéndice I en la pág. 1. 
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decretó divorcio mediante Sentencia final y firme entre las partes luego de 

haber estado casado bajo el régimen de sociedad legal de bienes  

gananciales, por aproximadamente 30 años con la señora Sierra Meléndez.2 

Según adujo en la demanda, durante los trámites de divorcio, no se liquidó 

la Sociedad Legal de Bienes Gananciales.3 Añadió que como consecuencia 

de lo anterior, las partes de epígrafe a la fecha de la radicación de la 

demanda, tenían una comunidad de bienes post ganancial sin liquidar.4 

Además adujo, que durante la vigencia del matrimonio, las partes crearon 

la Corporación Empresas Alvasie Inc. (Corporación)  organizada bajo las 

leyes del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de la cual eran dueños del 

50% cada uno.5 No obstante, el recurrido solicitó en la demanda la 

liquidación de la comunidad de bienes post ganancial.6  

En contestación a la demanda7 la señora Sierra Meléndez aceptó 

haber estado casada con el recurrido y que posterior al divorcio se 

constituyó una comunidad de bienes post ganancial. Sin embargo, alegó 

que el 18 de diciembre de 2017, las partes de epígrafe suscribieron un 

contrato por virtud del cual pactaron la liquidación de la comunidad de 

bienes post ganancial que existió, al igual que la adjudicación y división de 

los bienes contenidos en ella.8 En vista de lo anterior alegó que el recurrido 

no tenía derecho a  solicitar liquidación de la comunidad de bienes post 

ganancial.9 Con respecto a Corporación,  la peticionaria añadió que el 

recurrido no es accionista, por lo que el asunto corporativo no era 

pertinente al señor Álvarez Clas ni a la controversia de epígrafe.10 También 

mencionó, que la Corporación no era parte del caso.11 Sin embargo, aceptó 

 
2 Id. 
3 Id. 
4 Id. 
5 Id. en la pág.2. 
6 Id. en las págs. 4-5. 
7 Apéndice II en la pág. 6. 
8 Id. en la pág. 7. 
9 Id. 
10 Id. en la pág. 9. 
11 Id. en la pág. 10. 
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que el recurrido estuvo participando de administración de Corporación 

como Oficial y Director hasta finales del año 2017 cuando se firmó el 

contrato de liquidación de comunidad de bienes post ganancial.12 Según 

expresó en su contestación, en el contrato, el recurrido aceptó venderle la 

participación de 50% de las acciones de Corporación y aceptó que las 

acciones de la Corporación no habían sido emitidas.13 

Luego de varios trámites, los cuales incluyeron varias mociones 

entre las partes el señor Álvarez Clas solicitó que se incluyera al pleito como 

parte indispensable a Corporación. Según alegó, Corporación se creó 

durante la vigencia del matrimonio por lo cual, era parte de la comunidad 

post ganancial a liquidar, aunque reconoció que tenía personalidad jurídica 

propia. Sin embargo, alegó, que para propósitos de economía procesal y 

evitar la dilación de los procesos era necesario incluirse en el pleito.14  

Por su parte la peticionaria presentó una moción de desestimación 

parcial, adujo en ella que la demanda no incluyó ningún reclamo de 

remedio contra Corporación, por lo que Corporación no formó parte del 

caso.15 Añadió en la moción que no se justificó en derecho incluir una 

reclamación corporativa dentro de una reclamación de división de 

comunidad post ganancial.16 

Ante este marco procesal, el TPI dictó Resolución declarando No Ha 

Lugar la moción de desestimación parcial presentada por la peticionaria y 

declarando Ha Lugar la moción para incluir a Corporación como parte 

indispensable presentada por el recurrido. Ordenando así la inclusión de 

Corporación al pleito de liquidación de bienes post ganancial.  

Oportunamente, la señora Sierra Meléndez solicitó 

reconsideración.17 En la misma, expresó que las reclamaciones en torno a 

 
12 Id. 
13 Id. en la pág. 20. 
14 Apéndice V en las págs. 48-49. 
15 Apéndice IX en la pág. 60. 
16 Id. 
17 Apéndice XV en la pág. 120. 
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Corporación deben hacerse en una acción directa contra Corporación. 

Alegó que las reclamaciones corporativas no pueden acumularse con el 

caso de liquidación de comunidad de bienes post ganancial ya que 

dilatarían y desvirtuarían la naturaleza del caso de epígrafe.18 El TPI al 

resolver la Solicitud de Reconsideración declaró No Ha Lugar la misma.19  

Inconforme, la peticionaria presentó un recurso de Certiorari ante 

este tribunal. En su escrito, señaló los siguientes errores: 

ERRÓ EL [TPI] AL NO DESESTIMAR PARCIALMENTE LA 
DEMANDA POR DEJAR DE EXPONER RECLAMACIONES 
CORPORATIVAS QUE JUSTIFIQUEN LA CONCESIÓN DE REMEDIOS 
EN ESTE CASO DE DIVISIÓN DE COMUNIDAD POST GANANCIAL 
DE BIENES. 

 
ERRÓ EL [TPI] AL AUTORIZAR LA ENMIENDA A DEMANDA 

PARA ACUMULAR COMO DEMANDADA A EMPRESAS ALVASIE, 
INC. EN ESTE CASO DE DIVISION DE COMUNIDAD POST 

GANANCIAL DE BIENES. 
 

Mediante Resolución emitida el 9 de febrero del 2021 le concedimos a 

la parte recurrida un término de diez (10) días para mostrar causa por la 

cual no debemos expedir el auto de certiorari y revocar el dictamen 

recurrido. Transcurrido el término concedido sin la presentación del 

alegato en oposición, dimos por sometido el recurso. Sin el beneficio del 

recurrido, resolvemos.  

II.  

-A- 

El vehículo procesal de certiorari permite a un tribunal de mayor 

jerarquía a revisar discrecionalmente las órdenes o resoluciones 

interlocutorias emitidas por una corte de inferior instancia judicial.  880 

Ponce de León Corp. v. American International Insurance, 2020 TSPR 104, 

205 DPR _____ (2020); IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 

(2012).  La determinación de expedir o denegar este tipo de recursos se 

encuentra enmarcada dentro de la discreción judicial.  Íd.  De ordinario, la 

 
18 Id. en la pág. 131. 
19 Apéndice XVIII en la pág. 149. 
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discreción consiste en “una forma de razonabilidad aplicada al 

discernimiento judicial para llegar a una conclusión justiciera”. Medina 

Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723, 729 (2014); Negrón v. Srio. 

de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001).  Empero, el ejercicio de la discreción 

concedida “no implica la potestad de actuar arbitrariamente, en una u otra 

forma, haciendo abstracción del resto del derecho.” Íd. 

Ahora bien, en los procesos civiles, la expedición de un auto de 

certiorari se encuentra delimitada a las instancias y excepciones contenidas 

en la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1.  Scotiabank 

v. ZAF Corp, 202 DPR 478 (2019).  La mencionada Regla regula que solo se 

expedirá un recurso de certiorari cuando “se recurra de una resolución u 

orden bajo remedios provisionales de la Regla 56, injunctions de la Regla 57 

o de la denegatoria de una moción de carácter dispositivo.” 880 Ponce de 

León Corp. v. American International Insurance, supra.   

Asimismo, y a manera de excepción, se podrá expedir este auto 

discrecional cuando: 

(1) se recurra de decisiones sobre la admisibilidad de testigos de 
hechos o peritos esenciales,  
 

(2) en asuntos relacionados a privilegios evidenciarios,  

 
(3) en casos de anotaciones de rebeldía,  

 
(4) en casos de familia,  

 
(5) en casos revestidos de interés público o  

 
(6) en cualquier situación en la que esperar a una apelación 

constituiría un fracaso irremediable de la justicia.” Íd.  

  

De otro lado, el examen de estos autos discrecionales no se da en el 

vacío o en ausencia de otros parámetros.   880 Ponce de León Corp. v. 

American International Insurance, supra; IG Builders et al. v. BBVAPR, 

supra.  Para ello, la Regla 40 de nuestro Reglamento establece ciertos 

indicadores a tomar en consideración al evaluar si se debe o no expedir un 

recurso de certiorari.  Estos son: 
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(A) si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 
 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada para el 
análisis del problema. 

 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y manifiesto 

en la apreciación de la prueba por el Tribunal de Primera 
Instancia. 

 
(D) Si el asunto planteado exige una consideración más detenida a 

la luz de los autos originales, los cuales deberán ser elevados, o 
de alegatos más elaborados. 

 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es la 

más propicia para su consideración. 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.  

 

Los criterios previamente transcritos pautan el ejercicio sabio y 

prudente de la facultad discrecional judicial. Mun. Aut. De Caguas v. JRO 

Construction, 201 DPR 703, 712 (2019).  La delimitación que imponen estas 

disposiciones reglamentarias tiene “como propósito evitar la dilación que 

causaría la revisión judicial de controversias que pueden esperar a ser 

planteadas a través del recurso de apelación.” Scotiabank v. ZAF Corp., 

supra, págs. 486-487; Mun. Autónomo de Caguas v. JRO Construction, 

supra. 

-B- 

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2, 

permite a una parte que es demandada, mediante la presentación de una 

moción debidamente fundamentada a esos fines, solicitar la desestimación 

de la demanda instada en su contra. En particular, la referida regla establece 

que la parte demandada podrá solicitar la desestimación de la demanda en 

su contra por alguno de los siguientes fundamentos: 

(1) Falta de jurisdicción sobre la materia. 
(2) Falta de jurisdicción sobre la persona. 
(3) Insuficiencia del emplazamiento. 
(4) Insuficiencia del diligenciamiento del emplazamiento. 
(5) Dejar de exponer una reclamación que justifique la concesión de un 

remedio. 
(6) Dejar de acumular una parte indispensable. Íd. 

 
Al respecto, el más alto foro ha expresado que, al resolverse una 

moción de desestimación por el fundamento de que la demanda deja de 



 
 

 
KLCE202100111    

 

7 

exponer una reclamación que justifique la concesión de un remedio, "[e]l 

tribunal tomará como ciertos todos los hechos bien alegados en la demanda 

y que hayan sido aseverados de manera clara y concluyente, y que de su 

faz no den margen a dudas". Aut. Tierras v. Moreno & Ruiz Dev. Corp., 174 

DPR 409, 428, (2008); Colón Muñoz v. Lotería de P.R., 167 D.P.R. 625, (2006). 

Además, deberá identificar los elementos que establecen la causa de acción 

y las meras alegaciones concluyentes que no pueden presumirse como 

ciertas. Hernández Colón op. cit., pág. 268; Ashcroft v. Global, 556 US 662 

(2009); Bell Atlantic Corp. v. Twombly, 550 US 544 (2007).  

Cónsono con lo anterior las alegaciones en la demanda se tienen que 

interpretar “[c]onjuntamente, liberalmente y de la forma más favorable 

posible para la parte demandante" Cruz Pérez v. Roldán Rodríguez, 2021 

TSPR 16,  206 DPR ___ (2021); López García v. López García, 200 DPR 50, 

69 (2018). En ese sentido, la demanda no deberá desestimarse a menos que 

se demuestre que el demandante no tiene derecho a remedio alguno, bajo 

cualesquiera hechos que pueda probar. López García v. López García, Íd. 

Luego de brindarle veracidad a las alegaciones, el tribunal deberá 

determinar si a base de éstas, la demanda establece una reclamación 

plausible que justifique la concesión de un remedio al demandante a la luz 

de la norma establecida en Bell Atlantic Corp. v. Twombly, supra.  Sobre 

este particular el tratadista Hernández Colón explica que la plausibilidad o 

el estándar de plausibilidad consiste, en que “[e]l tribunal debe aceptar 

como ciertos todos los hechos bien alegados en la demanda eliminando del 

análisis las conclusiones legales y los elementos de la causa de acción 

apoyados por aseveraciones conclusorias. Luego de brindarle veracidad a 

los hechos bien alegados, debe determinar si a base de estos la demandada 

establece una reclamación plausible que justifique que el demandante tiene 

derecho a un remedio, guiado en sus análisis por la experiencia y el sentido 
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común…” R. Hernández Colón, Derecho Procesal Civil, 5ta ed., San Juan, 

LexisNexis, 2010, pág. 268. 

Realizado el análisis de las alegaciones, de entender que los hechos 

alegados "[n]o cumplen con el estándar de plausibilidad, el tribunal debe 

desestimar la demanda". R. Hernández Colón, op. cit.; Ashcroft v. Global, 

supra; Bell Atlantic Corp. v. Twombly, supra.  El propósito de la doctrina es 

evitar "[q]ue una demanda insuficiente proceda bajo el pretexto de que con 

el descubrimiento de prueba pueden probarse las alegaciones 

conclusorias". R. Hernández Colón, op. cit.; J.A. Cuevas Segarra, Tratado de 

Derecho Civil, 2da ed., San Juan, Pubs. JTS, 2011, Tomo II, pág. 529. 

-C- 

La Regla 16.1 de las de Procedimiento Civil 32 LPRA Ap. V, R. 16.1 

es la que gobierna todo lo relacionado a la falta de parte indispensable en 

un pleito. La misma establece que "[l]as personas que tengan un interés 

común sin cuya presencia no pueda adjudicarse la controversia, se harán 

partes y se acumularán como demandantes o demandadas, según 

corresponda". 32 LPRA Ap. V, R. 16.1.  

Precisa señalar que, el interés común al que hace referencia la citada 

Regla no es cualquier interés en el pleito, sino que tiene que ser real e 

inmediato y no puede tratarse de meras especulaciones o de un interés 

futuro. Pérez Rosa v. Morales Rosado, 172 D.P.R. 216, 223 (2007) Romero v. 

S.L.G., 164 DPR 721, (2005). 

De manera, que una parte indispensable es aquella de la que no se 

puede prescindir. Sin su presencia, las cuestiones litigiosas no pueden ser 

adjudicadas correctamente, ya que sus derechos quedarían afectados.  

Allied Mgmt. Grp. v. Oriental Bank, 2020 TSPR 52, 204 DPR ____ (2020); 204 

DPR ___ (2020); Deliz Muñoz et als. v. Igartúa Muñoz et als., 158 D.P.R. 403, 

432, (2003). Sobre este particular el tratadista Hernández Colón explica: 

“[e]l tercero ausente [en el pleito] debe tener un interés común en el 
[mismo] que convierte su presencia en un requisito indispensable para 
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impartir justicia completa o de tal orden que impida la confección de un 
decreto sin afectarlo. La justicia completa es aquella entre las partes y no la 
que se refiere a una parte y el ausente. El interés común tiene que ser uno 
real e inmediato.” Hernández Colón, op cit., Sec. 1202, pág. 166. 

 
La citada Regla 16.1 supra, en palabras del más alto foro: “[f]orma 

parte del esquema de rango constitucional que prohíbe que una persona sea 

privada de su libertad o propiedad sin el debido proceso de ley" López 

García v. López García, 200 DPR 50, 63-64. (2018); Mun. de San Juan v. 

Bosque Real, S.E., 158 DPR 743, 756, (2003). En armonía con lo anterior esta 

regla se inspira en dos principios fundamentales, a saber: (1) la protección 

constitucional que impide que una persona sea privada de la libertad y 

propiedad sin un debido proceso de ley, y (2) la necesidad de incluir a una 

parte indispensable para que el decreto judicial emitido sea completo. 

Allied Mgmt. Grp. v. Oriental Bank supra; Cepeda Torres v García Ortiz, 

132 DPR 698, 704 (1993).  

La determinación final de si una parte es indispensable dependerá 

de los hechos específicos de cada caso, incluyendo: el tiempo, el lugar, las 

alegaciones, la prueba y las clases de derechos e intereses en conflicto.  

Colón Negrón et al. v. Mun. Bayamón, 192 DPR 499, 511-512 (2015); J.A. 

Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, 2da. Ed., San Juan Pubs 

JTS, 2011, T. II, pág. 695.  En resumen, “[l]o fundamental es determinar si el 

tribunal puede hacer justicia y conceder un remedio final y completo a las 

partes presentes sin afectar los intereses de la parte ausente”. López García 

v. López García, supra. 

La falta de una parte indispensable constituye una defensa 

irrenunciable.  Por lo que, los foros apelativos, si así lo entendemos, 

podemos y debemos levantar motu proprio la falta de parte indispensable en 

un pleito, debido a que esta incide sobre la jurisdicción del tribunal. López 

García v. López García, supra. 
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-D- 

Es norma reiterada que los derechos y obligaciones que han sido 

objeto de adjudicación en el ámbito judicial, mediante dictamen firme, 

constituyen la ley del caso. Management Admin. Servs. v. ELA, 152 D.P.R. 

599, 606 (2000). Es por lo anterior que, como norma general, un tribunal 

debe seguir sus decisiones en casos posteriores. Pueblo de Puerto Rico v. 

Serrano Chang, 201 DPR 643, 653 (2018). La doctrina de la ley del caso tiene 

como propósito que los tribunales nos resistamos a reexaminar asuntos ya 

considerados dentro de un mismo caso para velar por el trámite ordenado 

y expedito de los litigios, así como promover la estabilidad y certeza del 

derecho. Management Admin. Servs. v. ELA supra., pág. 608; Sociedad v. 

Edwin Pauneto Rivera, 130 D.P.R. 749, 755, (1992). 

Acorde con lo anterior la citada doctrina aplica a las controversias 

adjudicadas, ya sea por tribunales de instancia, como tribunales apelativos. 

Pérez v. Otros, 195 D.P.R. 1, 9 (2016). De manera que un dictamen judicial 

adquiere el carácter de ley del caso al constituir una decisión final en los 

méritos de la cuestión considerada y decidida. Management Admin. Servs. 

v. ELA, supra. De ahí que las determinaciones de un tribunal apelativo 

constituyen la ley del caso en todas aquellas cuestiones consideradas y 

decididas, por lo que, generalmente dichas determinaciones obligan, tanto 

al tribunal de instancia como al foro que las dictó, si el caso vuelve a su 

consideración. Íd. 

Sin embargo, la doctrina no opera expropio vigore. En situaciones 

excepcionales, si el caso regresa para la evaluación y consideración del 

tribunal mediante los mecanismos apropiados, y éste entiende que sus 

determinaciones previas son erróneas y pueden causar una grave injusticia, 

dicho foro puede aplicar una norma de derecho distinta y resolver así de 

forma justa. Íd.; Cacho Pérez v. Hatton Gotay y otros, 195 DPR 1, 9 (2016).  

En esa misma dirección, el más alto foro expresó “[h]emos colegido que sólo 
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cuando se presenta un atentado contra los principios básicos de la justicia, 

es que los tribunales pueden descartar la aplicabilidad de la doctrina de la 

ley del caso”. Cacho Pérez v. Hatton Gotay y otros, supra. “[S]e trata de una 

doctrina al servicio de la justicia, no la injusticia; no es férrea ni de 

aplicación absoluta. Por el contrario, es descartable si conduce a resultados 

'manifiestamente injustos'". Rodríguez v. Colón, 130 D.P.R. 919, 931 (1992). 

 A base de los preceptos jurídicos expuestos, analizamos la 

controversia ante nuestra consideración. 

III.  

 En su recurso, la peticionaria, imputa al TPI equivocarse al no 

desestimar parcialmente la demanda. Es su posición que la causa judicial 

no expone reclamaciones corporativas que justifiquen la concesión de 

remedios ni permite la acumulación de Corporación como parte 

indispensable en el pleito de liquidación de bienes post ganancial. Invoca a 

modo persuasivo la conclusión alcanzada en Rivera Álamo v. Vélez García 

caso resuelto por este foro intermedio con designación alfanumérica 

KLAN20090325. Adelantamos que le asiste la razón a la peticionaria, los 

errores aludidos fueron cometidos. 

En la referida sentencia, el Panel hermano concluyó que una persona 

que alegue que sus intereses como accionista en una corporación se verán 

perjudicados, puede iniciar una acción directa contra la corporación. En lo 

pertinente añadió: 

“[p]ero no puede dirimir esas cuestiones corporativas en su 
pleito de liquidación de bienes gananciales en el que únicamente 
debe ventilarse la participación económica que corresponde a cada 
ex cónyuge en el caudal ganancial o común. Esa acción contra el ente 
corporativo o sus accionistas no puede desvirtuar la naturaleza de la 
acción de liquidación del régimen matrimonial, que es asunto a 
dilucidarse exclusivamente entre los dos ex cónyuges.” Íd. 

 
De entrada, para que una parte se considere indispensable dentro de 

un pleito, se requiere que la misma tenga un interés común sin cuya 

presencia no pueda adjudicarse la controversia. La división de una 
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comunidad de bienes post ganancial es un acto que se perfecciona entre ex 

cónyuges por lo que no requiere la presencia de algún ente corporativo. 

Ello, indistintamente sean accionistas o no los ex cónyuges que la 

componen. Por tanto, una corporación no constituye parte indispensable 

dentro de un pleito de liquidación de bienes post ganancial. No se puede 

perder de perspectiva que los entes corporativos tienen personalidad 

jurídica individual y distinta de quienes la componen.  

En esa misma dirección y según lo resuelto por nuestro Panel 

hermano en el citado caso, cuando el interés de un accionista dentro de una 

corporación que a su vez sea accionista se pudiera ver afectado, este tiene 

el remedio de iniciar una reclamación directa en contra de la corporación y 

con ello proteger su interés. Consiguientemente procede en Derecho 

desestimar una reclamación corporativa cuando esta se presenta dentro de 

un pleito de división de comunidad de bienes post ganancial.  

Conforme a lo anterior, se expide el presente recurso y se revoca la 

determinación del TPI. Procede la desestimación de la reclamación 

corporativa, en vista de que Corporación no constituye parte indispensable 

en el pleito de epígrafe. Resolver en distinto promovería la dilación de la 

liquidación de la comunidad de bienes post ganancial. 

IV.  

Por los fundamentos expuestos, se expide el auto solicitado y se 

REVOCA la determinación recurrida. Como resultado devolvemos el caso 

para que proceda el Tribunal de Primera Instancia a continuar con los 

procedimientos según lo aquí resuelto. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


